POSICIÓN DE CIMTRA SOBRE LOS CAMBIOS A LA LEY DE TRANSPARENCIA 

E INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JASLICO.

El tema de la transparencia pública se ha introducido en la agenda política de nuestro país  gracias a la alternancia en los gobiernos –a nivel local, estatal y federal- y a una demanda, cada vez más creciente,  de las y los ciudadanos  por ejercer su derecho a saber acerca de las acciones y decisiones que los gobernantes toman en su nombre. Este proceso ha sido alentado por una mayor autonomía de los medios de comunicación frente al gobierno.

La transparencia pública es sin duda uno de los avances más significativos de la actual administración del Presidente Vicente Fox. Actualmente, además de la ley federal de transparencia, 28 entidades del país cuentan con leyes de acceso a la información, esto  representa un avance importante en la protección del derecho de los ciudadanos a la información pública lo que contribuye a un mayor conocimiento del funcionamiento y el ejercicio presupuestal del aparato público.  

Jalisco fue pionero en esta materia en el país (dic. de 2001), pero ello no representó avances significativos para los ciudadanos en su derecho a saber lo que hace el gobierno ya que el primer marco normativo en transparencia estuvo plagado de deficiencias y ambigüedades que permitían a los servidores públicos negar, en los hechos, la información fundamental. Esto se corrigió notablemente con la creación de una nueva ley de transparencia en vigor a partir del 23 de septiembre de 2005. Dentro de los cambios más notables que se introducen destacan: a) la ampliación y precisión de su objeto social; b) la ampliación de los sujetos obligados; c) la creación del Instituto Estatal de Transparencia e Información Pública (ITEI); d) la ampliación de la información fundamental; e) el glosario de términos; f) los criterios para clasificar la información,  g) la definición de sanciones, entre otras. 

Con el frágil argumento de que “toda ley es perfectible”, el pasado 13 de julio los coordinadores de las fracciones parlamentarias de los partidos PAN, PRI, PRD y PVEM, presentaron una iniciativa de reforma a la Ley de Transparencia e Información Pública Gubernamental del Estado de Jalisco (LTIPGEJ) que pretende modificar 44 artículos -de los 111 que contiene-, derogar y adicionar uno; modificar el artículo 9 de la Constitución Política; el artículo 146 fracción XVIII del Código Penal y los artículos 35,78 y 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
La iniciativa de “reforma” aludida es de un gran contenido político a favor de los servidores públicos (sujetos obligados) no de los ciudadanos: está centrada en afectar la autonomía ITEI, al pretender subordinar sus resoluciones al Tribunal Administrativo del Estado (TAE) y en ofrecer salidas a los sujetos obligados en la clasificación de la información, así como en despenalizar el incumplimiento en la entrega de información. A este respecto, diferimos de quiénes pretenden reducir el alcance del derecho a la información a un simple “trámite administrativo” y de quiénes han planteado despenalizar su incumplimiento. El derecho de acceso a la información de los ciudadanos es una garantía individual, es un derecho constitucional y es un derecho humano fundamental, que los gobiernos democráticos están obligados a cumplir y garantizar.

Por lo anterior, la pretendida “reforma” ha provocado la unión de múltiples sectores de la sociedad civil en su rechazo y desaprobación por la forma en que se ha impuesto en el congreso (a espaldas de la anterior Comisión de Participación Ciudadana y Acceso a la Información del Congreso y sus diputados) y por los cambios propuestos ya que están dirigidos a limitar el alcance y facultades del ITEI, órgano garante del derecho de los ciudadanos a la información. Las críticas más severas a la iniciativa en cuestión han provenido de organismos especializados en la materia (tanto nacional: el IFAI, LIMAC, UNAM como estatal: ITEI, CIMTRA-Jalisco, Consejo Ciudadano de Transparencia del Municipio de Guadalajara, etc.), así como de académicos, periodistas, empresarios, organizaciones ciudadanas y vecinales,  líderes religiosos, dirigentes de partidos políticos, así como de los propios diputados de todas las fracciones (con excepción del PVEM).

Quienes integramos y participamos en el programa “Ciudadanos por Municipios Transparentes” (CIMTRA) en el país, nos unimos a todas estas voces y de manera especial respaldamos ampliamente los planteamientos y propuestas del Colectivo por la Transparencia de este Estado, que hicieron público el pasado 5 de septiembre del presente. 

CIMTRA cumple cuatro años de trabajo constante y su esfuerzo ha llevado a la realización de evaluaciones transparencia de 66 municipios en nueve Estados del país, así como en las 16 Delegaciones del D.F. En nuestra experiencia hemos constatado que la participación y vigilancia de los ciudadanos es benéfica para los gobiernos, pues se tienden puentes y se comparten criterios sobre los asuntos que interesan y preocupan a la sociedad. Y esto también es benéfico para las y los ciudadanos porque ven al gobierno como un gestor de sus necesidades y no un obstáculo en sus aspiraciones de mejora. Así, la transparencia y el acceso a la información es un proceso donde la participación de la ciudadanía es fundamental para construir gobiernos cercanos a la gente. Por ello, los mecanismos de transparencia deben quedar institucionalizados como acciones permanentes de gobierno. Es decir, no basta la buena voluntad de las autoridades y funcionarios, es menester contar con mecanismos claros para acceder a la información de lo que hacen y deciden todos los órganos del gobierno en su quehacer cotidiano.

Desde nuestro conocimiento y  experiencia de trabajo constante en el país, consideramos un retroceso inadmisible el querer limitar el alcance y facultades del ITEI –eje central de la reforma- y el buscar evadir el derecho de los ciudadanos a conocer lo que hace y decide el gobierno con sus recursos. 

Finalmente, estamos dispuestos a participar y colaborar junto con los diputados del Congreso del Estado de Jalisco y los organismos de la sociedad civil en el diseño de una consulta real a las y los ciudadanos de los 125 municipios que conforman el Estado, con el ánimo de garantizar vías de expresión e inclusión de todos los sectores sociales interesados en este tema. 

“CIUDADANOS POR MUNICIPIOS TRANSPARENTES”

Guadalajara, Jal. 26 de septiembre de 2006.

Organismos que Conforman y/o han participado en el CIMTRA:

Centro de Servicios Municipales "Heriberto Jara, A.C.“ (CESEM), International City/County Management Association (ICMA-Latinoamérica), Vertebra, Alianza Cívica, Locallis. Estado de Chihuahua; Coparmex-Chihuahua, Comité Estatal de Participación Ciudadana de Chihuahua, USEM-Chihuahua, CANACO-Delicias, Coparmex-Delicias, Ciudadanos por una Mejor Administración Pública (CIMAP) – Ciudad Juárez. Estado de Jalisco: (CIMTRA-Jalisco), Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente (ITESO), Consejo Técnico de ONG´s, A.C., Diocesana de Pastoral Social, Poder Ciudadano Jalisco, Coparmex-Jalisco., Distrito Federal; Acción Ciudadana por la Transparencia (ACTRA). Estado de México; CANIRAC Estado de México, CANACO SERVYTUR Valle De Toluca, Colegio de Licenciados en Contaduría Pública del Estado De México A.C., COPARMEX Estado De México, Asoc. de Industriales Santiago Tianguistenco, Fundación CEPROA. Estado de Colima: Colimenses por una Mejor Administración Pública (COLIMAP). Zacatecas; AALZAC. Baja California; Consejo Coordinador Empresarial - Veracruz; CESEM-Veracruz.

